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Exp. 551/2021-2 


TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA
SEGUNDA SALA UNITARIA
EXPEDIENTE: 551/2021-2
PARTE ACTORA: 

**********

AUTORIDAD DEMANDADA:

DIRECTOR DE RECAUDACIÓN Y POLITICA FISCAL DE LA SECRETARÍA DE FINANZAS DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSI
MAGISTRADA:

MARIA OLVIDO RODRIGUEZ VAZQUEZ
SECRETARIO DE ESTUDIO Y CUENTA:

OSCAR TORRES HERRERA  
San Luis Potosí, San Luis Potosí, a once de enero del dos mil veintidós.
V I S T O,  para resolver en definitiva el Juicio Contencioso Administrativo número 551/2021-2 promovido por el C. **********, contra actos emitidos por el Director de Recaudación y Política Fiscal de la Secretaría de Finanzas del Estado de San Luis Potosí.
R E S U L T A N D O

I.- Por escrito presentado ante este Tribunal el doce de agosto del dos mil veintiuno, el C. **********promovió demanda de Juicio Contencioso Administrativo contra actos emitidos por el Director de Recaudación y Política Fiscal de la Secretaría de Finanzas del Estado de San Luis Potosí; y por los actos que a continuación se precisan:

"Multas por infracciones en el Código Fiscal del Estado sde San Luis Potosí, controlada bajo el  crédito fiscal número **********de fecha 24 de junio de 2021”
II.- Por auto de fecha quince de junio de dos mil veintiuno, se tuvo por admitida la demanda, ordenándose correrle traslado a las autoridades demandadas para que contestaran la misma, ofrecieran exhibieran las pruebas y expresaran los hechos con que se encuentran relacionadas.

Por otra parte, se concedió la suspensión del acto impugnado para el efecto de que las cosas se mantuvieran en el es estado en que se encontraban, la cual surtiría sus efectos, siempre y cuando se garantizara el interés fiscal del adeudo exigido por la demandada.
III.- Por auto de fecha veintidós de septiembre de dos mil veintiuno, se tuvo por contestando la demanda al Procurador Fiscal de la Dirección de Recaudación y Política fiscal de la citada Secretaría, por lo que se ordenó correrle traslado a la parte actora para los efectos legales que en su derecho correspondiera.

A la parte actora se le tuvo por admitidas las siguientes pruebas:

1.- Resolución determinante de multas por infracciones del crédito fiscal **********, de veinticuatro de junio de dos mil veintiuno.

2.- Copia a carbón del acta de notificación de la Resolución determinante del crédito fiscal **********, de fecha veintinueve de junio de veintiuno.

3.- Declaraciones de pago del impuesto sobre erogaciones por remuneraciones al trabajo personal, del periodo enero, febrero, marzo, abril, mayo, junio, julio, agosto, septiembre, octubre, noviembre, diciembre, del año 2016 y 2017.

4.- Acuse de recibo de doce de agosto de dos mil veintiuno, dirigido a la Secretaria de Finanzas del Estado.

5. Instrumental de actuaciones.

A la Autoridad demandada se le tuvo por ofrecidas y admitidas las siguientes pruebas:

1.- Copia certificada del requerimiento de obligaciones omitidas emisión **********, de nueve de febrero de dos mil dieciocho.

2.- Copia certificada del acta de notificación de dos de marzo de dos mil dieciocho.

3.- Resolución determinante de multas por infracciones del crédito fiscal **********, de veinticuatro de junio de dos mil veintiuno, documental que exhibió la parte actora a su demanda.

4.- Copia a carbón del acta de notificación de la Resolución determinante del crédito fiscal **********, de fecha veintinueve de junio de veintiuno, documental que exhibió la parte actora a su demanda.

5.- Declaraciones de pago del impuesto sobre erogaciones por remuneraciones al trabajo personal, del periodo enero, febrero, marzo, abril, mayo, junio, julio, agosto, septiembre, octubre, noviembre, diciembre, del año 2016 y 2017, documentales que exhibió la parte actora a su demanda.

6.- Instrumental de actuaciones.

7.- Presuncional legal y humana.

Por otra parte, y en virtud de que la parte actora en su escrito inicial de demanda, negó lisa y llanamente el requerimiento de obligaciones omitidas emisión ********** y que la autoridad demandada haya llevado a cabo alguna notificación legamente hecha en relación a dicho requerimiento; en este sentido, y toda vez que la autoridad demandada, exhibió anexo a su contestación las documentales consistentes en copia certificada del requerimiento de obligaciones omitidas emisión ********** y su notificación; por tanto, en razón de que la ampliación de demanda constituye una formalidad esencial del procedimiento y su ejercicio no debe ser negado de plano y a fin de que la parte actora estuviera en aptitud de combatir dichas documentales, se le otorgo el plazo de diez días para que ampliara su demanda.
IV.- Por auto de fecha quince de octubre de dos mil veintiuno, se tuvo a la parte actora por interponiendo la ampliación de la demanda, ordenándose que con una copia simple de dicho escrito de ampliación se corriera traslado a la autoridad demandada, para que manifestara lo que a su derecho correspondiera.
Por otra parte se señalaron las doce horas del nueve de noviembre de dos mil veintuno, para el desahogo de la audiencia a que se refiere el artículo 246 del Código Procesal Administrativo.

V.- Por auto de fecha veintitrés de noviembre de dos mil veintiuno, se tuvo al Procurador Fiscal de la Secretaría de finanzas del Estado de San Luis Potosí, en representación de la autoridad demandada Dirección de Recaudación y Política Fiscal de la citada Secretaria por contestando la ampliación de demanda.

Por último, se señalaron las once horas del trece de diciembre del dos mil veintiuno, para el desahogo de la audiencia a que se refiere el artículo 246 del Código Procesal Administrativo del Estado.
VI.- En la fecha y hora señaladas, se llevó a cabo la audiencia final, sin la asistencia de las partes, en el desarrollo de la audiencia se dio cuenta de las constancias de autos; en la etapa de pruebas se tuvieron por desahogadas las que así lo ameritaron, después se hizo constar que no quedaron pruebas pendientes de desahogo; en la etapa de alegatos se certificó que no se formularon por ninguna de las partes. Finalmente, se citó para resolver.   
C  O  N  S  I  D  E  R  A  N  D  O
PRIMERO.- A esta Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, corresponde conocer, substanciar y resolver los juicios de su competencia, en términos de los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, 1º, 2º, 7º fracción III, y 9º fracción III, 24, 35 fracción VIII de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; Segundo Párrafo del artículo 2°, 248, 249, 250 y 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, por tratarse de una controversia suscitada entre un particular y una autoridad de esta entidad federativa donde se ejerce jurisdicción.
SEGUNDO.- De acuerdo con lo que precisa el artículo 221 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, esta Sala Unitaria procede a analizar la legitimación de los comparecientes en este juicio.
El C. **********, demostró su interés jurídico, en términos del numeral 231 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, con el documento original de la resolución que determina las Multas por Infracciones establecidas en el Código Fiscal del Estado de San Luis Potosí, identificada con el crédito fiscal **********, de fecha veinticuatro de junio del dos mil veintiuno, emitida por el Director de Recaudación y Política Fiscal de la Secretaría de Finanzas de Gobierno del Estado de San Luis Potosí, por la cantidad total de **********, el cual se encuentra dirigido a su persona; documental que obra a fojas de la 17 a la 20 del expediente en el que se actúa.          
Tocante a la autoridad demandada, compareció a dar contestación a la demanda el C. **********, en su carácter de Procurador Fiscal de la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado, y en representación de la Dirección de Recaudación y Política Fiscal de la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado de San Luis Potosí, quien para acreditar la calidad del cargo, en términos de lo previsto en el artículo 220 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, exhibió copia certificada del nombramiento que le fue expedido y que se encuentra visible a foja 80 del expediente en que se actúa.

Las documentales en referencia adquieren valor probatorio  pleno, con apoyo legal en el artículo 72 fracción I del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.
TERCERO.- La litis planteada en este Juicio Contencioso Administrativo es la legalidad o ilegalidad de las multas por infracciones establecidas en el Código Fiscal del Estado de San Luis Potosí, controlado bajo el crédito fiscal número ********** de fecha veinticuatro de junio de dos mil veintiuno.
CUARTO.- Previo a entrar al estudio de los conceptos de impugnación vertidos por la parte actora en el escrito de demanda, es necesario establecer si en el presente Juicio se actualiza alguna de las causales de improcedencia o sobreseimiento a que se refieren los artículos 228 y 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, que sirva de base para decretar total o parcialmente el sobreseimiento del Juicio, ya sea que lo hagan valer o no las partes; toda vez que se trata de cuestiones de orden público que se tienen que estudiar de oficio y, cuyo análisis es preferente al del fondo del asunto.
En ese sentido, se debe de hacer mención, que de acuerdo a lo que ordena el artículo 228 último párrafo del citado Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, esta Sala practicó estudio oficioso de las causales de improcedencia y no advirtió que en la especie se actualice causal de improcedencia alguna, por lo que en seguida se procede al estudio de los conceptos de impugnación.

QUINTO.-  Los conceptos de impugnación que plantea la parte actora en su escrito inicial de demanda y en el de ampliación de la misma, se localizan a fojas de la 03 a la 14 y de la 88 a la 90 del expediente en que se actúa, los que por economía procesal se tienen aquí por reproducidos. Resulta aplicable por analogía la Tesis de Jurisprudencia emitida por el Segundo Tribunal Colegiado del Sexto Circuito; publicada en la página 414, Tomo VI, Común, Jurisprudencia  TCC,  del Apéndice 2000, Novena Época, que a la letra dice lo siguiente:

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. EL JUEZ NO ESTÁ OBLIGADO A TRANSCRIBIRLOS.-  El hecho de que el Juez  Federal  no  transcriba en su fallo los conceptos de violación expresados en la demanda, no implica que haya infringido disposiciones de la Ley de Amparo, a la cual sujeta su actuación, pues no hay precepto alguno que establezca la obligación de llevar a cabo tal transcripción; además de que dicha omisión no deja en estado de indefensión al quejoso, dado que no se le priva de la oportunidad para recurrir la resolución y alegar lo que estime pertinente para demostrar, en su caso, la ilegalidad de la misma.- “

SEXTO.- En ese orden de ideas, se procede al análisis de los conceptos de impugnación hechos valer por la parte actora,   situación que se realiza de la siguiente manera:
1.- En el primer concepto de impugnación, la parte actora medularmente manifiesta que el crédito fiscal número **********, viola flagrantemente lo dispuesto por los artículos 46 fracción IV y 146 del Código Fiscal para el Estado de San Luis Potosí, en relación con el 14 y 16 Constitucional.

Que resulta ilegal la resolución impugnada ya que en términos del numeral 45 del Código Fiscal para el Estado de San Luis Potosí, niega lisa y llanamente tanto el requerimiento de autoridad número **********, así como la supuesta notificación de fecha dos de marzo del dos mil dieciocho.

Que bajo dicha circunstancia, al negar lisa y llanamente el documento que dio origen a la multa, la autoridad fiscal se encuentra obligada a exhibir el supuesto requerimiento número **********, y su respectiva notificación del día dos de marzo del dos mil dieciocho, siendo estos actos lo que derivaron la multa por la supuesta extemporaneidad de la presentación de las declaraciones.

Que si el requerimiento por parte de la autoridad fiscalizadora no fue notificado ni hecho del conocimiento al contribuyente, luego entonces debe considerarse que las presentaciones de las declaraciones se realizaron de forma espontánea de conformidad con el numeral 146 del Código Fiscal del Estado.

Que lo anterior, ya que la notificación de la resolución fue realizada el día veintinueve de junio del año dos mil veintiuno, y las declaraciones se realizaron y fueron pagadas el cinco de marzo del año dos mil dieciocho, es decir con anterioridad a la notificación de la resolución, por lo tanto, las mismas fueron presentadas de forma espontánea. 
En ese sentido, se advierte por esta Sala Unitaria que de conformidad con lo dispuesto por el artículo 45 del Código Fiscal del Estado, los contribuyentes pueden negar lisa y llanamente los hechos que sirvan para motivar un acto de autoridad, correspondiéndole entonces a dicha autoridad la obligación de probar sus afirmaciones, resultando pertinente realizar la transcripción del artículo anteriormente mencionado:

ARTICULO 45.- Los contribuyentes pueden negar lisa y llanamente los hechos que sirvan para motivar un acto de autoridad, correspondiendo entonces a ésta, la obligación de probar sus afirmaciones. 

No obstante lo anterior, los actos de las autoridades gozan de una presunción de legalidad.
Esto es, que la Autoridad demandada Director de Recaudación y Política Fiscal de la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado de San Luis Potosí, contaba con la carga de probar la existencia del requerimiento identificado con el folio **********, así como su relativa constancia de notificación realizada supuestamente el día dos de marzo del dos mil dieciocho. 
En ese sentido, la autoridad demandada al momento de producir su contestación de demanda acompaña los documentos anteriormente citados, es decir, el Requerimiento de Obligaciones Omitidas, con número de emisión **********, folio **********; así como su constancia de notificación, consistente en el acta de notificación realizadas el pasado dos de marzo del dos mil dieciocho, respectivamente, misma que obra a fojas de la 71 a la 74 del expediente en el que se actúa.

Por lo que, por auto de fecha veintidós de septiembre de dos mil veintiuno se le concedió a la parte actora el plazo de diez días hábiles para que pudiera ampliar su demanda, respecto de las documentales anteriormente referidas.

En ese sentido la autoridad demandada al momento de producir su ampliación de demanda, hace valer un único concepto de impugnación, en el que medularmente manifiesta que resulta ilegal la diligencia de notificación realizada el pasado dos de marzo del dos mil dieciocho, respecto al requerimiento de  obligaciones omitidas, debido a que la misma se encuentra viciada, tal y como se demuestra en la página 3 de 4 en relación al mes que se llevó a cabo, ya que si bien es cierto aparece marzo en un espacio, en el mismo contiene otra fecha, la cual fue marcada hasta que quedo ilegible, por lo cual lo deja en un total estado de indefensión e inseguridad  jurídica a la parte actora, al no existir certeza respecto a la fecha en que se llevó  a cabo la diligencia de notificación respecto al requerimiento de Obligaciones Omitidas, negando lisa y llanamente que dicha notificación se haya realizado en el mes de marzo.

A juicio de esta Sala Unitaria, el concepto de impugnación que en este acto se analiza resulta ser infundado, ello es así en razón de las siguientes consideraciones:

En primer término se debe de señalar que las reglas de notificación personal en materia fiscal se encuentran comprendidas en lo dispuesto por el artículo 73 del Código Fiscal del Estado, el cual para una mayor comprensión del presente asunto se transcribe a continuación:
ARTICULO 73.- Las notificaciones personales se harán siguiendo las siguientes reglas: 
I. El notificador acudirá al domicilio señalado para llevar a efecto la notificación y solicitará la presencia del interesado o de su representante legal. Si la diligencia la atiende alguno de ellos, la notificación se practicará levantando el acta correspondiente; 
II. En el caso de que no se encuentre al interesado o a su representante, se dejará citatorio con la persona que se encuentre en el domicilio o con un vecino para que aquél lo espere a una hora fija del día hábil siguiente, anotando en el citatorio el día y la hora en que se dejó, el nombre y firma, cargo de la persona que lo recibió y el nombre y la firma del notificado; 
III. El día y hora señalada en el citatorio, acudirá nuevamente el notificador y solicitará la presencia del contribuyente o de su representante legal, asentando en el acta respectiva esta circunstancia. Si la diligencia la atiende alguno de ellos, la notificación se llevará a cabo. En caso contrario, de igual manera se hará la notificación con la persona que se encuentre en el domicilio, levantando en cualquier caso el acta correspondiente circunstanciando los hechos; 
IV. Si el interesado, su representante o la persona con quien se entienda la diligencia se niegan a firmar el acta, el notificador asentará este hecho, en presencia de dos testigos, nombrados por el interesado o, en su defecto por el notificador, indicando el nombre y domicilio de éstos, sin que ello invalide la notificación. En este caso, se hará la notificación por instructivo, en términos del artículo 77 de este Código;
V. Si el interesado, su representante o la persona con quien se entienda la diligencia, además se niegan a recibir la notificación, ésta se hará por medio de instructivo; 
VI. En el caso de las notificaciones personales, surtirán efectos al día hábil siguiente a aquel en que se practiquen, a menos que antes el interesado reconozca expresamente conocer el acto administrativo, y 
VII. Una notificación personal, aún cuando no se realice en el domicilio señalado para la notificación, o no habiendo precedido citatorio, será válida bastando la firma del interesado en el acta respectiva.
Del artículo anteriormente mencionado se desprenden las reglas que deberá de seguir el notificador para realizar las notificaciones personales, siendo estas; (i) acudir al domicilio señalado para llevar la notificación, solicitando la presencia del interesado o su representante legal, y en caso de que alguno de ellos la atienda, se realizara la notificación levantando el acta correspondiente; (ii)  para el caso de que no se encuentre el interesado o su representante legal, se dejara citatorio para que aquél lo espere a una hora fija del día hábil siguiente, se señalara el nombre, firma y cargo de la persona que lo recibió; (iii) el día y hora señalada en el citatorio, el notificador acudirá nuevamente y solicitara la presencia del contribuyente o de su representante legal, si no se encontrasen la notificación se llevará a cabo con la persona que se encuentre en el domicilio, levantando el acta correspondiente circunstanciando los hechos; (iv) si la persona con la que se atiende la diligencia se niega a firmar el acta, el notificador asentara dicho hecho en presencia de dos testigos, situación que no invalidara la notificación; (v) si la persona con la que se atiende la diligencia se niega a recibir la notificación, la misma se realizara por medio de instructivo; (vi) las notificaciones personales surtirán efectos al día hábil siguiente a aquel en que se practique; y (vii) una notificación personal, aun cuando no se realice en el domicilio señalado para la notificación, o no habiendo procedido citatorio, será válida bastando la firma del interesado en el acta respectiva.

En ese sentido se debe de advertir que de una lectura del acto impugnado, es decir, del acta de notificación de fecha dos de marzo del dos mil dieciocho, se desprende que la notificadora-ejecutora de nombre **********, cumplió con  el procedimiento que le marca la ley, ello es así en razón de lo siguiente:

En primer término y para un mayor entendimiento de la presente resolución, resulta conveniente realizar la digitalización  de la foja número tres, del acta de notificación, supuestamente celebrada el pasado dos de marzo del dos mil dieciocho, misma que obra  a foja 73 del expediente en el que se actúa, misma que se realiza a continuación.

DIGITALIZACIÓN
Tal y como se puede advertir de la digitalización anteriormente realizada, se puede observar en el espacio correspondiente al mes en que se realiza la notificación, al principio se testa una palabra y posteriormente se escribe el mes de marzo, así mismo se desprende que en lado derecho de la misma la notificadora ********** escribe, que lo testado no vale, es decir, la tachadura que había realizado.

Por lo que en ese sentido, se aprecia que no hay forma de interpretarse que dicha notificación se realizó el pasado dos de marzo del dos mil dieciocho, por lo que de ahí que resulta lo infundado del concepto de impugnación hecho valer por la parte actora.

2.- En el segundo concepto de impugnación, hecho valer por la parte actora en su escrito inicial de demanda, medularmente manifiesta que procede la  nulidad lisa y llana del crédito fiscal número **********, emitida por el Director de Recaudación y Política Fiscal de la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado de San Luis Potosí toda vez que viola flagrantemente lo dispuesto por los artículos 2 y 46 fracción IV del Código Fiscal para el Estado de San Luis Potosí, en relación con el 14 y 16 Constitucional.

Que por una parte se encuentra exigiendo a las autoridades que expresen todos y cada uno de los preceptos que sirvan de apoyo a las resoluciones que emitan, es decir, tanto en los que se sustente su competencia material y espacial como aquellos de carácter sustantivo y adjetivo que sean específicamente aplicables, y por la otra que precisen las circunstancias especiales, razones particulares o causas inmediatas que se hayan tenido en consideración para la actuación relativa, siendo necesario además que exista una adecuación entre los motivos aducidos y las disposiciones invocadas, por lo que las multas adolecen de la debida fundamentación y motivación.
Que atendiendo al principio de tipicidad de aplicación estricta contenido en el numeral 2 del Código Fiscal para el Estado de San Luis Potosí, que implica las disposiciones que establecen una sanción por alguna infracción donde la conducta realizada por el afectado debe encuadrar exactamente en la hipótesis normativa previamente establecida sin que sea licito ampliar esta por analogía o por mayoría de razón.

Que de acuerdo al contenido en la resolución impugnada se desprende que la autoridad impone diversas multas con fundamento en el artículo 154 fracción I, del Código Fiscal del Estado de San Luis Potosí, por la infracción establecida en el artículo 153 fracción I del mismo Código Tributario, siendo el caso que los incisos anteriormente señalados se refieren lisa y llanamente a declaraciones que no se presentaron o se presentaron extemporáneamente, o incompletos o con errores, siendo el caso y en términos del numeral 45 del Código fiscal del Estado niega lisa y llanamente que las declaraciones no se presentaron o que se hayan presentado de forma extemporánea o incompleta o con errores.

El concepto de impugnación que en este acto se analiza, resulta ser infundado, al advertirse que la autoridad demandada  fundó y motivó debidamente el acto reclamado, al imponer la infracción y sanción a cargo del actor.

En primer término es necesario precisar la obligación de todas las autoridades de fundar y motivar los actos de molestia que afecten la esfera jurídica de los particulares en términos del artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

En ese sentido, debe señalarse que tales exigencias tienen como propósito evidente que pueda haber certeza sobre la existencia del acto de molestia, a efecto de que el destinatario del mismo pueda conocer fehacientemente, entre otros requisitos, la autoridad emisora, así como su contenido y consecuencias. Para ello, la exigencia de fundamentación es entendida como el deber que tiene la autoridad de expresar, en el mandamiento escrito, los preceptos legales que regulen el hecho y las consecuencias jurídicas que pretenda imponer la autoridad emisora al acto de molestia que emite, presupuesto que tiene su origen en el principio de legalidad que en su aspecto imperativo consiste en que las autoridades sólo pueden hacer lo que la ley les permite. 

Por lo que hace a la exigencia de motivación, se traduce en la expresión de las razones por las cuales la autoridad considera que los hechos en que basa su proceder se encuentran probados y son precisamente los previstos en la disposición legal que invoca, mismos que deben coexistir, pues no es posible citar disposiciones legales sin relacionarlas con los hechos de que se trate. 

Esta correlación entre los fundamentos jurídicos y los motivos de hecho supone necesariamente un razonamiento de la autoridad para demostrar la aplicabilidad de los preceptos legales invocados a los hechos de que se trate, lo que en realidad implica la fundamentación y motivación de la causa legal del procedimiento.

Por lo que en el caso que nos ocupa, la autoridad demandada en consideración a la interpretación estricta de las normas infractoras, en términos del numeral 2º del Código Fiscal del Estado, se encontraba obligada a motivar correctamente la conducta infractora prevista en el artículo 153 fracción I del Código Fiscal del Estado, acorde al supuesto concreto de incumplimiento del contribuyente, a efecto de otorgarle certeza jurídica del motivo de la infracción, para la aplicación de la sanción correspondiente prevista en el artículo 154 fracción I del Código Fiscal del Estado, ello acorde al principio de aplicación estricta de las normas, y al respecto cobra aplicación el criterio emitido por el Pleno de la Suprema Corte en la Jurisprudencia cuyo rubro y contenido es el siguiente.

“Época: Novena Época, Registro: 174326, Instancia: Pleno, Tipo de Tesis: Jurisprudencia, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXIV, Agosto de 2006, Materia(s): Constitucional, Administrativa, Tesis: P./J. 100/2006, Página: 1667 

TIPICIDAD. EL PRINCIPIO RELATIVO, NORMALMENTE REFERIDO A LA MATERIA PENAL, ES APLICABLE A LAS INFRACCIONES Y SANCIONES ADMINISTRATIVAS.

El principio de tipicidad, que junto con el de reserva de ley integran el núcleo duro del principio de legalidad en materia de sanciones, se manifiesta como una exigencia de predeterminación normativa clara y precisa de las conductas ilícitas y de las sanciones correspondientes. En otras palabras, dicho principio se cumple cuando consta en la norma una predeterminación inteligible de la infracción y de la sanción; supone en todo caso la presencia de una lex certa que permita predecir con suficiente grado de seguridad las conductas infractoras y las sanciones. En este orden de ideas, debe afirmarse que la descripción legislativa de las conductas ilícitas debe gozar de tal claridad y univocidad que el juzgador pueda conocer su alcance y significado al realizar el proceso mental de adecuación típica, sin necesidad de recurrir a complementaciones legales que superen la interpretación y que lo llevarían al terreno de la creación legal para suplir las imprecisiones de la norma. Ahora bien, toda vez que el derecho administrativo sancionador y el derecho penal son manifestaciones de la potestad punitiva del Estado y dada la unidad de ésta, en la interpretación constitucional de los principios del derecho administrativo sancionador debe acudirse al aducido principio de tipicidad, normalmente referido a la materia penal, haciéndolo extensivo a las infracciones y sanciones administrativas, de modo tal que si cierta disposición administrativa establece una sanción por alguna infracción, la conducta realizada por el afectado debe encuadrar exactamente en la hipótesis normativa previamente establecida, sin que sea lícito ampliar ésta por analogía o por mayoría de razón….”

Ahora bien, del acto impugnado se desprende que la autoridad demandada manifiesta como obligación y motivación la siguiente:

Obligación:

“Declaración de pago mensual del Impuesto sobre Erogaciones por Remuneraciones al Trabajo Personal”

Motivación:

"Se determinó multa por presentar extemporáneamente la declaración y formulario de pago a que está obligado de conformidad con el Artículo 24 de la Ley de Hacienda para el Estado de San Luis Potosí, correspondiente al mes de (…) misma que fue solicitada mediante requerimiento de autoridad (…), notificado el día (…).”

De lo anteriormente transcrito se desprende que se determinó una multa por presentar extemporáneamente la declaración de pago a que se encontraba obligado la parte actora de conformidad con el artículo 24 de la ley de Hacienda para el Estado de San Luis Potosí, la cual fue solicitada mediante requerimiento de autoridad, situación que se acredita con el requerimiento de obligaciones omitidas con número de emisión **********, folio **********, el cual obra a fojas 71 del expediente en el que se actúa (el cual fue debidamente notificado, tal y como se estudió con anterioridad),  resultando pertinente realizar la transcripción del artículo anteriormente citado:

“ARTICULO 24. El impuesto se causará en el momento en que se efectúen las erogaciones por el trabajo personal. 

Los contribuyentes pagarán mediante declaración mensual, a través del formato que para esos efectos expida la Secretaría de Finanzas, a más tardar el día quince del mes siguiente al de la causación del impuesto, ante las oficinas recaudadoras o establecimientos autorizados de la jurisdicción a que pertenezcan el domicilio del contribuyente, o en las instituciones bancarias autorizadas para ello. 

El pago que realicen los contribuyentes de este impuesto se entenderá como definitivo. 

La obligación de presentar la declaración mensual subsistirá aun cuando no hubiese cantidad a cubrir. 

…”

Del artículo anteriormente transcrito se desprenden las siguientes consideraciones:
(i) 
El impuesto se causará en el momento en que se efectúen las erogaciones por el trabajo personal; y, 

(ii) 
Que dicho impuesto deberá pagarse mediante declaración mensual a más tardar el día quince del mes siguiente al de la causación del impuesto; subsistiendo la obligación de presentar dicha declaración aun cuando no hubiese cantidad a cubrir. 

De este conjunto de consideraciones, se desprende claramente que es obligación del contribuyente la de presentar la declaración del Impuesto sobre Erogaciones por Remuneraciones al Trabajo Personal a más tardar el día quince del mes siguiente al de la causación del impuesto, es decir, de cuando se efectúen las erogaciones al trabajo personal, la cual subsiste aun cuando no hubiese cantidad a cubrir.

 Por lo que es de concluirse que la autoridad demandada motiva la multa impuesta a la parte actora por haber presentado la declaración del Impuesto sobre Erogaciones por Remuneraciones al Trabajo Personal –del mes de enero del dos mil dieciséis al mes de diciembre del dos mil diecisiete - después del día quince del mes siguiente de su causación, es decir, por haberla presentado  extemporáneamente y a requerimiento de autoridad.

La situación anteriormente señalada, es corroborada por la autoridad demandada al manifestar que dichas obligaciones le fueron solicitadas mediante requerimiento de autoridad número ********** notificado el día dos de marzo del dos mil dieciocho, documental que obra a foja 71 del expediente en el que se actúa, la cual, al no ser controvertida por la parte actora, hace prueba plena de conformidad con lo dispuesto por artículo 72 fracción I del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, misma que se digitaliza a continuación:

DIGITALIZACIÓN
De la digitalización anteriormente mencionada, se desprende que el Director General de Ingresos le requiere a la parte actora para que cumpliera con la obligación de presentar la declaración del Impuesto sobre Erogaciones por Remuneraciones al Trabajo Personal de los meses de enero del dos mil dieciséis al mes de diciembre del dos mil diecisiete, mismas que se vencieron los días del  quince de febrero al quince de enero del dos mil dieciocho, respectivamente; ello en virtud de que no las había presentado.

Por otra parte, la autoridad demandada invoca como precepto legal en que sustenta la infracción, el artículo 153 fracción I, del Código Fiscal del Estado, que a la letra dispone lo siguiente:

“ARTICULO 153.- Son infracciones relacionadas con el pago de contribuciones, las siguientes: 

I. No presentar las declaraciones, comprobantes fiscales digitales por internet o formularios de pago a que estén obligados conforme a las disposiciones fiscales, o presentarlos extemporáneamente, o incompletos o con errores;..."
Ahora bien, del precepto legal que establece las conductas sancionables, se desprende medularmente que son infracciones relacionadas con el pago de contribuciones, la de no presentar las declaraciones en el plazo previsto en la ley, situación que se configura cuando la declaración no es presentada o es presentada extemporáneamente, incompleta o con errores. 

Por lo que, tomando en cuenta los motivos y fundamentos antes expuestos, la autoridad demandada determinó imponer a la parte actora una sanción de multa, respecto de los períodos que se contienen en la resolución determinante del crédito fiscal, precisando al efecto en la Motivación, que las infracciones se determinaron por presentar extemporáneamente la declaración y formulario de pago conforme el artículo 153 fracción I del Código Fiscal del Estado, en relación a que estaba obligado, de conformidad con el artículo 24 de la Ley de Hacienda para el Estado de San Luis Potosí, situación que es acreditada por parte de la Autoridad demandada al haber realizado el requerimiento de obligaciones anteriormente digitalizado, ya que si la parte actora hubiese presentado su obligación sin que mediara dicho requerimiento, la presentación de la declaración hubiese sido espontánea y por ende no procedería multa alguna, ello de conformidad con lo dispuesto por el artículo  146 del Código Fiscal del Estado, disposición legal que dicta lo siguiente;

ARTICULO 146.- No se impondrán multas cuando el contribuyente o responsable solidario cumpla espontáneamente con su obligación, aún cuando sea fuera del plazo. Se considera espontáneo el cumplimiento cuando la omisión es corregida o el pago efectuado antes de que se notifique la resolución en la que se determine la obligación incumplida, o el requerimiento para su cumplimiento; así como, antes de que se notifique el inicio del ejercicio de las facultades de comprobación de la autoridad. También se considera espontáneo el cumplimiento que se haga dentro de los quince días siguientes a la presentación del dictamen de contador público registrado, en el que se haga constar el incumplimiento en cuestión, en su caso. 

Tampoco se impondrán sanciones en casos de fuerza mayor o caso fortuito debidamente acreditados. 

Si la infracción deriva de la intervención de funcionarios o empleados fiscales, así como de notarios o corredores públicos, el contribuyente no estará obligado al pago de las multas, las que serán a cargo de quien la originó.

En este sentido, se debe de precisar que para poderse configurar una presentación extemporánea de una declaración sancionable conforme al artículo 153 fracción I del Código Fiscal del Estado, es necesario que se presenten dos situaciones, siendo la primera que se haya omitido presentar la declaración en el plazo fijado en el artículo 24 de la Ley de Hacienda para el Estado de San Luis Potosí –quince días del mes después de su causación-, y la segunda, que dicha declaración haya sido presentada a requerimiento de autoridad,  situación está última  que se corrobora con la notificación del requerimiento de obligaciones anteriormente mencionado.

En este contexto, una vez configurada la infracción  conforme a lo establecido en el artículo 153 fracción I del Código Fiscal del Estado, esta es susceptible de sancionarse con las multas establecidas en el artículo 154 fracción I del Código Fiscal del Estado, aplicado por la autoridad en la resolución que se combate, mismo que dispone lo siguiente:

“ARTICULO 154.- Se impondrán las siguientes sanciones a quien cometa las infracciones señaladas en el artículo anterior: 

I. Multa de quince a cuarenta y cinco días de salario, por cada obligación omitida a las previstas en las fracciones I y II.
…”
Precepto legal que dispone que tratándose de la hipótesis de infracciones establecidas en el artículo 153 fracción I del Código Fiscal del Estado, vinculadas al incumplimiento de presentar declaraciones en el plazo establecido; incluyendo en su caso la presentación extemporánea de la misma en los términos previamente señalados, o bien, con errores o incompletas, se impondrán multa de quince a cuarenta y cinco días de salario, por cada obligación omitida que haya dado lugar, incluso a su presentación extemporánea cuando haya sido requerida por autoridad.

Por lo que es dable concluir, que el precepto legal establecido en el artículo 154 fracción I del Código Fiscal del Estado tiene por objeto establecer los parámetros de sanción consistentes en los días de salarios mínimos que la autoridad debe de considerar en la aplicación de la sanción económica tomando como base aquella obligación que haya sido omitida en los periodos previstos en la norma sustantiva –artículo 24 de la ley de Hacienda del Estado-; bien sea porque persista una omisión en su presentación, se haya presentado de manera espontánea a requerimiento de autoridad, o con errores o incompletas, tal y como se establece textualmente en el artículo 153 fracción I del Código Fiscal del Estado.

En este orden de ideas los argumentos vertidos por la actora en su único concepto de impugnación resultan infundados como se señaló anteriormente, ello en razón de que el actor pretende considerar que el artículo 154 fracción I del Código Fiscal del Estado contempla un supuesto sancionador, lo cual es incorrecto, toda vez que los supuestos de infracción son aquellos establecidos en el artículo 153 fracción I del Código Fiscal del Estado, de tal suerte que aún y cuando haya presentado su declaración por haberse presentado extemporáneamente y a requerimiento de autoridad es que le resulta aplicable la sanción prevista en el artículo 154 fracción I del Código Fiscal del Estado. 

Lo anterior, sin que pase inadvertido que el principio de tipicidad, si bien es cierto, es el que debe prevalecer tratándose de la adecuación de una conducta desplegada por el particular con relación a las hipótesis de infracción establecidas en un ordenamiento legal; también lo es que tratándose de la multa o sanción aplicable a las infracciones que previamente se hayan configurado, su principal exigencia es que expresamente se establezca en el texto legal que prevé la sanción a aplicar a que texto legal de infracciones se refiere para colmar ese mismo principio de  tipicidad como se advierte de la relación que guarda el artículo 154 fracción I con el artículo 153 fracción I del Código Fiscal del Estado. 

En esa tesitura debe sostenerse que el acto controvertido se encuentra debidamente motivado y fundado, en concordancia a lo establecido en el artículo 16 Constitucional y en relación con el artículo 46 fracciones  IV y V, del Código Fiscal del Estado. 

Sirve de apoyo a lo anterior, la Jurisprudencia de la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación No. 402, visible en la página 666 del Tomo Parte III, Sección Administrativa de la Séptima Época del Apéndice de 1975, la cual contiene: 

“FUNDAMENTACION Y MOTIVACIÓN, GARANTÍA DE. Para que la autoridad cumpla la garantía de legalidad que establece el artículo 16 de la Constitución Federal en cuanto a la suficiente fundamentación y motivación de sus determinaciones, en ellas debe citar el precepto legal que le sirva de apoyo y expresar los razonamientos que la llevaron a la conclusión de que el asunto concreto de que se trata, que las origina, encuadra en los presupuestos de la norma que invoca”. 

Con base en lo expuesto, esta Sala Unitaria resuelve decretar la LEGALIDAD y VALIDEZ del acto impugnado, consistente en la determinación  del Crédito Fiscal  de Multas por Infracciones **********de fecha **********, derivado del requerimiento **********, emitido por el  Director de Recaudación y Política Fiscal de la Secretaría de Finanzas de Gobierno del Estado de San Luis Potosí, de acuerdo a los razonamientos precisados en el Considerando Sexto de esta sentencia.
Por lo expuesto, fundado y con apoyo además en los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, y 7º fracción III, 35 fracción VIII y 36 fracción VII de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, así como también los artículos  217, 248, 249 y 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se resuelve:
PRIMERO.- La Magistrada de la Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa es competente para conocer y resolver la presente controversia.

SEGUNDO.- La parte actora no acreditó su acción y en consecuencia se decreta la LEGALIDAD y VALIDEZ de los actos impugnados, ello por las razones expuestas en el considerando sexto de la presente resolución.
TERCERO.- Notifíquese personalmente a las partes y mediante oficio a la autoridad demandada.
Así lo resolvió y firma, la Magistrada del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, Licenciada María Olvido Rodríguez Vázquez, quien actúa con el Secretario de Acuerdos, Licenciado José de Jesús Guerrero Anguiano, que autoriza y da fe.- 
Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo a lo previsto en los artículos 3º fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82 84 fracción XLIII, 87 fracción III, 138 y noveno transitorio de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí. 
Con fundamento en el artículo 110 del Código de Procedimientos Civiles del Estado de aplicación supletoria al Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, por disposición de su numeral 217, se hace del conocimiento de las partes que por acuerdo del Pleno de este Tribunal de trece de diciembre de dos mil veintiuno, se asignó a la Licenciada María Olvido Rodríguez Vázquez, como Magistrada adscrita a esta Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí.








